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León, Guanajuato, a 16 dieciséis de junio del año 2009 dos mil nueve. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
V I S T O S  los autos del proceso administrativo identificado con el número 266/2008-JN, promovido por la ciudadana Felisa Carrillo Aguilar; y. .  

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación del mandamiento de ejecución a la parte actora; misma que se practicó el 4 cuatro de septiembre del 2008 dos mil ocho, lo que se corrobora con el documento aportado por la actora y que, además, contiene el acta del embargo que se efectuó en esa fecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
TERCERO.- La existencia del acto impugnado consistente en el mandamiento de ejecución de fecha 18 dieciocho de agosto del 2008 dos mil ocho, se encuentra debidamente acreditada en autos con la copia al carbón anexada por la parte actora (visible en autos, en copia certificada, a fojas 9 nueve y 10 diez), así como con la copia certificada presentada por la autoridad demandada; las que merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de un documento público emitido por la Directora General de Ingresos, en ejercicio de sus funciones y, que además es reconocido por la propia autoridad demandada, al contestar la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . .

De lo expuesto por la actora en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fecha 4 cuatro de septiembre de 2008 dos mil ocho, se le notificó el  mandato de ejecución respecto del crédito número 5434141794 127 (cinco-cuatro-tres-cuatro-uno-cuatro-uno-siete-nueve-cuatro-espacio-uno-dos-siete) emitido con fecha 18 dieciocho de agosto del mismo año, por la Directora General de Ingresos. . . . . . .  

De dicha notificación, la parte actora aduce que es ilegal porque la misma no se realizó conforme a derecho, además de que no se ha realizado la respectiva  liquidación y que no le ha sido notificado el crédito fiscal, constituyendo esto el punto controvertido en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .       

QUINTO.- Por cuestión de Orden Público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la presente causa administrativa, la autoridad demandada hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con la fracción VII del artículo 265 del mismo Código, en razón de que señala que la actora no expresa, ni acredita con sus conceptos de impugnación, que el acto impugnado le cause una violación a sus derechos. . . . . . 

No se actualiza la causal de improcedencia que se hace valer, ya que la parte actora en su escrito de demanda, plantea conceptos de impugnación  en contra de la resolución impugnada, y a efecto de determinar si se le causa violación a sus derechos; deben analizarse al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por el impetrante del proceso, razón por la que no puede afirmarse válidamente, -como causal de improcedencia-, que no se acredite con los conceptos de impugnación, que el acto impugnado le cause alguna violación a sus derechos. . . . 

Asimismo, en el capítulo de conceptos de impugnación, la autoridad demandada plantea también la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; ya que señala que el actor consintió tácitamente los actos anteriores a la diligencia de embargo. . . . . . . . . . . . . . . . . . .. .

Causal que tampoco se actualiza, en razón de que se desprende claramente de la demanda, que los actos anteriores a la diligencia de embargo, no fueron impugnados por la actora; ya que únicamente hizo valer como acto impugnado, la notificación del mandamiento de ejecución, ya antes descrito; luego entonces, resulta ocioso referirse a una causal de improcedencia enderezada en contra de actos que no fueron impugnados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- Toda vez que no se actualizaron las causales de improcedencia formuladas por la autoridad demandada y no se advierte la actualización de ninguna otra que impidan el estudio de fondo de la presente causa administrativa, se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora en su escrito de demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En el primer concepto de impugnación, señala la actora en lo esencial, que la notificación de la resolución impugnada no se realizó conforme a derecho, lo que la deja en un estado de indefensión jurídica, al no respetarse los preceptos que señalan lo referente a la notificación de los actos fiscales que deban llevarse a cabo personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Resulta inoperante e inatendible dicho concepto de impugnación, toda vez que en la presente causa administrativa se señaló como acto impugnado el mandamiento de ejecución, pero no su notificación practicada el 4 de septiembre del 2008 dos mil ocho, en la diligencia de embargo por el ministro ejecutor de nombre Juan Martín Esparza Liñán; habiéndose demandado únicamente a la Dirección General de Ingresos, la que por conducto de su titular, dio contestación de la demanda respecto del acto expresamente impugnado; luego entonces, no puede atenderse a un concepto de impugnación que no tiene relación con el acto y con la autoridad efectivamente demandada; pues de lo contrario se traduciría en una suplencia indebida en la queja planteada por la actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No obstante lo anterior, es preciso señalar que de las documentales ofrecidas y admitidas a la autoridad demandada, como pruebas de su intención, destaca la copia certificada del citatorio de fecha 3 tres de septiembre de 2008 (visible en autos a foja 26 veintiséis) en el que se precisa: “…….se le cita para que se sirva esperar………………en este domicilio, el día 04 de Septiembre del 2008 a las 11:15 horas para el fin de practicar una diligencia de carácter administrativo relativo a la liquidación de la ejecución de obra pública…..”, citatorio en donde se hace referencia al número de crédito 5434141794 127 (cinco-cuatro-tres-cuatro-uno-cuatro-uno-siete-nueve-cuatro-espacio-uno-dos-siete) y que adminiculado con el Acta de embargo de fecha 4 cuatro de septiembre del 2008 dos mil ocho -contenida en el mandamiento de ejecución del 18 dieciocho de agosto del mismo año-, por ser coincidentes la fecha y hora consignadas en dicho citatorio, hacen prueba plena, por ser documentos públicos emitidos por servidor público en ejercicio de sus funciones, y que llevan a la convicción de que si hubo previo citatorio para la actora, para darle a conocer o notificarle, el acto que en esta causa administrativa impugna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el segundo concepto de impugnación planteado, en un primer argumento se hace valer que el mandamiento de ejecución impugnado es ilegal porque no le ha sido notificado el crédito fiscal, y que es un deber de la autoridad fiscal hacerlo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Este Juzgador considera infundado dicho argumento; ello en virtud de que el acto impugnado en la presente causa administrativa no puede ser ilegal por la razón que aduce la actora; debido a que, la autoridad demandada acreditó con las constancias aportadas con su escrito de contestación, específicamente con la notificación de liquidación de la contribución especial por ejecución de obra pública de fecha 5 cinco de marzo del 2007 dos mil siete, emitido por el Tesorero Municipal, a nombre de la ahora actora, con el acta de notificación anexa, de fecha 17 diecisiete de abril del mismo año (palpable a foja 19 diecinueve); así como con el citatorio de fecha 16 dieciséis de abril del propio año (localizable a foja 20 veinte); documentos que aportó en copia certificada y que merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; al tratarse de documentos públicos emitidos por el Tesorero Municipal y el Ministro Ejecutor adscrito, en ejercicio de sus funciones; traduciéndose ello en que se acredita que sí se le notificó personalmente a la actora, el crédito fiscal relativo a la contribución especial por ejecución de obra pública, cumpliendo con las formalidades previstas en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, ya que se le dejó citatorio en la primera búsqueda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En cuanto al segundo aspecto del concepto de impugnación señalado, relativo a que la actora expone que: “... si el acto que se reclama pretende hacer las veces de liquidación del crédito fiscal, el mismo carece de la debida fundamentación y motivación...” señalando que en ese supuesto se vulneran diversos preceptos de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, relativos al procedimiento que debe seguirse en el caso de la contribución por ejecución de obras públicas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es infundado tal concepto de impugnación, ya que la actora se confunde al suponer que con la emisión del acto impugnado, la autoridad demandada pretende hacerla pasar como la liquidación del crédito fiscal; pero ello es incorrecto porque de las documentales ofrecidas en copia certificada y admitidas como pruebas a la autoridad demandada, se acredita que la Dirección General de Ingresos a través de su titular, no tuvo esa intención; sino que, como ya se dijo en párrafos anteriores, el Tesorero Municipal emitió, con fecha 5 cinco de marzo del 2007 dos mil siete, la notificación de la liquidación de la contribución especial por ejecución de obra pública, y a partir de ahí se siguió en su trámite el procedimiento relativo al requerimiento de pago de la contribución por ejecución de obras públicas; sin que haya sido la intención de la demandada, que el acto impugnado en la presente causa administrativa hiciera las veces de liquidación del crédito fiscal, toda vez que el mandamiento de ejecución es una de las etapas del procedimiento administrativo respectivo, para efecto de embargar bienes suficientes y así hacer efectivo el crédito fiscal y sus accesorios. . . . . . . . . . . . . . . . 

Finalmente, se determina que los conceptos de impugnación expresados son insuficientes en su conjunto, toda vez que la actora no controvierte todas las consideraciones y fundamentos torales del  fallo reclamado, cuando, por sí solos, pueden sustentar el sentido de aquél, por lo que al no haberse controvertido y, por ende, no demostrarse su ilegalidad, éstos continúan rigiendo el sentido del acto impugnado en el presente proceso, ello conforme a lo que se establece en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

"CONCEPTOS DE VIOLACION QUE OMITEN COMBATIR ALGUNAS CONSIDERACIONES EN QUE SE APOYA EL ACTO RECLAMADO. SON INSUFICIENTES. Los conceptos de violación deben estar relacionados directa e inmediatamente con los fundamentos del acto reclamado, para que de esta forma queden de manifiesto los vicios de que adolezca; por tanto si el quejoso omite hacerse cargo de algunas consideraciones en que se apoyó la autoridad responsable y no las combate, el Tribunal Colegiado no está en aptitud de examinar la constitucionalidad de éstas y por consecuencia deben subsistir." SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 297/90. Roberto González Granados. 15 de agosto de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Vicente Martínez Sánchez. Nota: Esta tesis también aparece en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo VI, Materia Común, Segunda Parte, tesis 716, página 482. No. Registro: 208,986. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 86-1, Febrero de 1995. Tesis: VI.2o. J/352. Página: 45. . . . . . . 
Así las cosas, al resultar infundados, inoperantes e inatendibles los conceptos de impugnación vertidos por la actora en la presente causa administrativa y, no consta en el expediente algún elemento de convicción que desvirtúe la presunción de legalidad del acto impugnado, es por lo que se concluye que  con fundamento en lo dispuesto en el artículo 300 fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede reconocer la legalidad y validez total del  mandamiento de ejecución de fecha 18 dieciocho de agosto del 2008 dos mil ocho, con el crédito número 5434141794 127, (cinco-cuatro-tres-cuatro-uno-cuatro-uno-siete-nueve-cuatro-espacio-uno-dos-siete), respecto de la contribución por ejecución de obras públicas, en el frente del inmueble ubicado en calle Alfonso Esparza Oteo número 601 seiscientos uno de la colonia San Marcos, de esta ciudad, por la cantidad de $79,939.40 (Setenta y nueve mil novecientos treinta y nueve pesos 08/100 moneda nacional), más recargos y gastos de ejecución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299 y 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo promovido. . 

TERCERO.- Se reconoce totalmente la legalidad y validez del mandamiento de ejecución del crédito número 5434141794 127, (cinco-cuatro-tres-cuatro-uno-cuatro-uno-siete-nueve-cuatro-espacio-uno-dos-siete), dictado por la Directora General de Ingresos, con fecha 18 dieciocho de agosto del 2008 dos mil ocho; en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

